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CONTEXTO HISTÓRICO

Si

El arribo de la planta de Cannabis a América Latina se habría
producido en la época colonial. Los reyes de España
promovían el desarrollo del cultivo de lino y cáñamo en sus
colonias. Las muy resistentes fibras de cáñamo resultaban un
elemento estratégico, sobre todo en la elaboración de telas y
cuerdas para la navegación.

En 1545, el rey Carlos I de España dictó la Ley 20 –título 18–
del libro IV de Indias, donde ordenó que los virreyes y
gobernadores de sus territorios coloniales hicieran sembrar
lino y cáñamo. También se incluyó el cáñamo en la Orden Real
firmada por Carlos III en 1779, mediante la cual se habilitaban
puertos americanos para comerciar distintos productos con
España y Portugal. Años después, en 1796, el entonces rey
Carlos IV emitió otra para que se concedieran terrenos a
“cualquier vasallo” que quisiera cultivar lino y cáñamo, para
promover esos cultivos (Soriano, 2017). Han pasado siglos. 

Internacionalmente, el Cannabis ingresó tardíamente en lo que
conocemos como régimen internacional de drogas.  Es decir,
no fue considerada como objeto de un conjunto de normas
jurídicas de carácter internacional, ni de las prácticas usuales
que los Estados y organismos internacionales disponen para
tratar las sustancias psicoactivas consideradas de carácter
ilegal, comúnmente referidas como “drogas”. 

Es a partir de la segunda década del siglo XX que las primeras
prohibiciones del Cannabis se desarrollaron juntamente con el
nacimiento del actual sistema internacional de fiscalización de
estupefacientes, que no lo incluyó desde el principio. Eso
ocurrió después, en 1925, con la firma de la Convención
Internacional del Opio de Ginebra. Los controles se limitaban a
restricciones en el comercio internacional y no se obligaba a
los Estados a desarrollar legislación interna que estableciera
controles a su acceso o restringiera su consumo. 

No obstante, varios gobiernos de la región –por ejemplo,
Argentina, Brasil y Colombia– siguieron los pasos de Estados
Unidos y algunos países europeos en tomar posiciones contra
el Cannabis, aun antes de que fuera prohibido a nivel
internacional. El cambio vino en 1961, con la aprobación de la
Convención Única sobre Estupefacientes (y el Protocolo de
1972 que fortaleció su marco jurídico). 

Esta convención “sistematizó en un único texto todos los
tratados de control de drogas existentes hasta la fecha y
amplió los sistemas de control vigentes para abarcar también
el cultivo de plantas empleadas como materia prima para
producir drogas” (TNI[1] y WOLA[2], 2010).

I 

En el presente informe se busca describir
comparativamente el marco regulatorio en relación
con el Cannabis para los casos de Uruguay y México,
para luego avanzar en el análisis del proyecto de ley
aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso
de la Nación Argentina el 15 de julio de 2021.

[1] Transnational Institute, por sus siglas en inglés
[2] Washington Office in Latin America, por sus siglas en inglés
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EL CASO DE URUGUAY - ANTECEDENTES
Si bien el Código Penal Uruguayo de 1889, que
penalizaba las “drogas”, se aplicó también con el
Cannabis, recién en la década de los treinta aparece en el
Uruguay una legislación específica. 

El Código Penal de 1934 estableció pena de seis meses a
cinco años de prisión para quien comerciara o tuviera en
su poder “substancias estupefacientes”; sin embargo, en
su título se aludía al “comercio de la coca, opio o sus
derivados”. Luego, la Ley 9.692 de 1937 reguló distintas
cuestiones administrativas respecto de una enumeración
de sustancias entre las que se hallaba el hachisch, y
entre las conductas prohibidas se enumeraba el
consumo (con pena de 1 a 2 años de prisión, duplicable
en caso de reincidencia). Pero la doctrina y
jurisprudencia se inclinaban por no aplicar estos
dispositivos sobre las personas usuarias, sino más bien
derivarlos a organizaciones e instituciones especialistas
en tratar consumos problemáticos. 

Un hito relevante en la historia de la política de drogas de
Uruguay es el Decreto Ley 14.294, publicado en octubre
de 1974 por el entonces gobierno de facto. En esa
normativa no se pena el consumo, pero sí el
almacenamiento, tráfico y suministro de sustancias,
entre las cuales se encuentra el Cannabis. Desde ese
momento puede afirmarse que no se consideró ilegal el
consumo, sino la vía de acceso a la sustancia.

De cualquier forma, la aplicación de estos artículos
parece haber sido muy escasa. 

Donde realmente hubo una gran discusión nacional fue
en cómo la regulación local debía o podía articularse
con la normativa internacional y es en ese punto,
donde el Estado uruguayo a través de sus instituciones
legislativas permitió al gobierno asegurar un espacio
de autonomía en la esfera internacional. Esto posibilitó
la implementación de la política deseada. Luego de un
año de discusión en el Parlamento, en mayo del año
2014, el Poder Ejecutivo uruguayo reglamentó la Ley
19.172 sobre el control y regulación del Cannabis y sus
derivados. 

A partir de ese momento el Estado asume el control y
la regulación sobre la importación, exportación,
plantación, cultivo, cosecha, producción, adquisición,
almacenamiento, comercialización, distribución y
consumo del Cannabis y sus derivados. Si bien hubo
cuestionamientos en el ámbito internacional, el
gobierno uruguayo logró implementar una estrategia
dirigida a la articulación de una narrativa homogénea
de legitimación y construcción de alianzas con una
amplia red de actores sociales.  
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En resumen, la estrategia uruguaya de presentación y defensa de su política de Cannabis resultó eficaz por cuanto
aseguró un espacio de autonomía suficiente para continuar con la iniciativa doméstica sin dañar la imagen y
reputación internacional del país. En paralelo, logró la articulación de posturas comunes con otros miembros del
orden internacional que, sin la intención de replicar el modelo uruguayo, coincidían en la necesidad de explorar
alternativas frente al percibido fracaso del modelo prohibitivo.

EL CASO DE MÉXICO - ANTECEDENTES
En México, también de la mano del discurso higienista,
considerando al usuario de drogas como un “vicioso” que
degeneraba la raza, se sancionó la primera norma que
prohibió conductas vinculadas al consumo de Cannabis
en 1920 y se complementó con otra de 1923. Luego, el
Código Penal de 1929 estableció delitos con penas de
uno a cinco años de prisión, aunque al mismo tiempo el
“Reglamento Federal de Toxicomanía” de 1931
responsabilizaba al Departamento de Salubridad Pública
de “fijar los procedimientos curativos a que quedarán
sujetos los toxicómanos”. En 1947, una reforma al Código
Penal agravó las penas, y así continuó en las reformas
posteriores de 1968, 1974 y 1989. Fue recién en 2009 que
México realizó una serie de reformas incluidas en la Ley
de Narcomenudeo, que permitió que los Estados de la
Federación asumieran la persecución de los delitos de
usuarios (exceptuando pequeñas cantidades) y pequeños
actores del tráfico. Este primer gran cambio fue producto
de la presión social frente al aumento de la violencia en
todo el país y la criminalización de la población más
vulnerable, que  producía  “guerra  contra  el  narcotráfico”

la  que encarnó la política prohibicionista en México. 

Los tres años siguientes a la Ley de Narcomenudeo
sirvieron para acumular suficiente evidencia que
movilizara la necesidad de una ley integral del
Cannabis. Los datos resultaron contundentes: en
2012 el 62% de la población en cárceles federales
estaba sentenciada por delitos vinculados a las
drogas, siendo el 58% directamente vinculada al uso
de Cannabis.  

Finalmente, el 15 de septiembre de 2017 se llevó a 
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inmediato que levantó la prohibición absoluta sobre la
regulación del Cannabis que tenía una historia de
noventa años en México. 

De este modo, se estableció la oportunidad de regular a
través de una legislación adecuada el uso del Cannabis
para fines médicos, de investigación científica e
industrial, que además tuviera una importante
supervisión sobre la calidad de los productos de
consumo humano, así como sobre sus estándares de
seguridad y eficacia, promoviendo que el Estado
pudiera brindar seguridad jurídica a la industria que se
desarrollase a partir de entonces. 

MIRADA COMPARATIVA DE LOS DOS MODELOS REGIONALES
Para comenzar, se pueden destacar como principal similitud que ambas legislaciones ponderan la importancia
de la educación, prevención de las consecuencias y efectos perjudiciales del consumo y abuso del Cannabis.
Para apuntalar dicha finalidad, buscan desarrollar políticas públicas y acciones tendientes a reducir riesgos y
daños producto del consumo. Entre ellas, se destaca la prohibición de la propaganda, publicidad y difusión del
consumo del Cannabis y sus derivados. 

A pesar de la legalización derivada de la ley, se instalan regímenes sancionatorios ante las distintas infracciones
a los marcos legales referidos. Tampoco se descartan las posibilidades de lugar al accionar de las autoridades
judiciales pertinentes en caso de comisión de delito. Ambas leyes instauran órganos administrativos específicos
para su observación y cumplimiento.

Sin embargo, en el plano de las discrepancias, se observan que toman caminos diferentes en sus regulaciones. 

Mientras México prioriza definir los tipos de uso legalmente permitidos, Uruguay establece de manera más
amplia, menos específica, que el espíritu de la ley se basa en el derecho de los ciudadanos al disfrute de la salud,
a la prevención y rehabilitación de enfermedades, y en el acceso a los espacios públicos en condiciones seguras. 

México puntualiza en las finalidades de la producción del Cannabis y sus derivados, regula específicamente el
uso lúdico para los mayores de edad, permite la creación de asociaciones de consumo (la legislación uruguaya,
en cambio, ni los crea ni los prohíbe) y diferencia los distintos tipos de licencias posibles para cada actividad
productiva o de consumo. Así, esta legislación se destaca por tener en miras cubrir toda la cadena productiva
del Cannabis y sus derivados, intentando regular ampliamente cada etapa y supuestos propios, permitiendo la
investigación y desarrollo tecnológico, como también ser parte de su política comercial internacional.

En cuanto a la legislación del Uruguay, se visualiza una finalidad específica enfocada contra el comercio ilegal y
el narcotráfico. Se propone la creación de políticas educativas escolares obligatorias respecto del consumo
problemático del Cannabis. 

El punto principal de esta ley es la creación de un ente administrativo dentro de la misma normativa y de manera
completa, junto a un órgano de contralor del ente, difiriendo de la mexicana que tan solo la crea. 
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cabo una reunión intersectorial en la que se presentó
el “Reglamento de la Ley General de Salud en materia
de control sanitario del Cannabis y derivados de la
misma”, que recibieron  comentarios del Servicio de
Administración Tributaria, el Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales del los Trabajadores del Estado
(ISSSTE), el Consejo Nacional contra las Adicciones
(CONADIC), la Procuraduría General de la República
(PGR), el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y
Calidad (SENASICA) y el Consejo Nacional de Ciencia
y Tecnología (CONACyT).

Esta reforma generó el anteproyecto de Reglamento
de la Ley General de Salud, que fue el antecedente 

I 
I 

A simple vista, ambas leyes no resultan una “ley completa”; mientras la normativa mexicana señala un amplio
recorrido productivo, la ley uruguaya hace su hincapié en la prevención y educación ante las problemáticas
derivadas del consumo.



ARGENTINA - ANTECEDENTES
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SÍNTESIS COMPARATIVA ENTRE LAS LEGISLACIONES DE REFERENCIA 
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Tal como hemos visto en los casos que analizamos, en
Argentina el Cannabis ha ingresado en la lista de drogas
ilícitas a partir de 1968, con la sanción de la Ley 17.756 y
desde entonces ha sido así. En 1989, la sanción de la Ley
23.737 pone particular énfasis en las penas para todos
los delitos vinculados a las drogas: el almacenamiento,
transporte, distribución, comercialización, producción,
fabricación y desvío de precursores para su producción. 

En el contexto internacional fuertemente prohibicionista,
finalmente fueron los fallos individuales llegados a la
Corte Suprema bajo la forma de amparo que definieron
otra mirada sobre la cuestión de la tenencia para
consumo personal. El 25 de agosto de 2009, el fallo
Arriola declaró inconstitucional la norma que en su
artículo 14/Ley 23.737 sanciona la tenencia para
consumo personal, basándose en el conflicto establecido
con el artículo 19 de la Constitución Nacional que
sostiene que las acciones privadas que no ofendan el
orden ni la moral pública y no perjudiquen a terceros no
constituyen un delito.

En 2017, fue aprobada la Ley 27.350 de investigación
médica y científica del uso medicinal de la planta de
Cannabis y sus derivados. Esta ley tiene como centro la
promoción de la investigación sobre el Cannabis, la
determinación de sus propiedades medicinales y la
posibilidad de garantizar el acceso a los pacientes que
la requieran para mitigar su padecimiento. 

Como puede apreciarse en el siguiente cuadro, esta ley
permitió dar un gran paso con la incorporación de
numerosas instituciones dedicadas al estudio de las
propiedades medicinales y terapéuticas del Cannabis. 
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Fuente: Elaboración propia, OCAL.
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Como queda explícito en el cuadro, toda normativa derivada de la ley estaba orientada en un solo sentido. Sin
embargo, el decreto 883 firmado por el Poder Ejecutivo Nacional el 11 de noviembre de 2020 determinó un
cambio radical al establecer condiciones legales que promovieron el marco normativo necesario para un acceso
oportuno, seguro e inclusivo a aquellas personas que requieren del uso de Cannabis y sus derivados con fines
terapéuticos, medicinales y paliativos. Además, crea un programa específico para el estudio y la investigación
dentro del Ministerio de Salud de la Nación.

Puede observarse en el cuadro como a partir del decreto 883 proliferaron los organismos que se aplican al
estudio e investigación de las propiedades del Cannabis con fines medicinales. Asimismo, otros actores
institucionales se sumaron a las posibilidades que ofrece el decreto, básicamente el Instituto Nacional de
Tecnología Agropecuaria (INTA), el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) y el
Instituto Nacional de Semillas (INASE). A partir de las sucesivas normativas se derogaron viejos decretos y se
permitió -aun con carácter excepcional- la producción y el acceso a productos que contengan Cannabis para uso
medicinal y el autocultivo.

Finalmente, se publicó en el Boletín Oficial con fecha 12 de marzo la resolución 800/2021 donde se aprueba la
creación del “Registro del Programa de Cannabis” (REPROCANN), el cual permite registrarse a los pacientes que
solicitan autorización para el cultivo controlado del Cannabis y derivados para la atención de su salud, con la
correspondiente prescripción médica. 

2021- MARCO REGULATORIO PARA EL DESARROLLO DE LA INDUSTRIA
DEL CANNABIS MEDICINAL Y EL CÁÑAMO INDUSTRIAL
La información acerca de las características del cáñamo para el desarrollo industrial y su condición beneficiosa
para el impacto ambiental están ya fuera de toda discusión.

Las aplicaciones del tallo de esta planta se multiplican a pasos agigantados con las nuevas investigaciones. Sus
fibras tienen un alto valor industrial, pueden producir desde textiles, calzados, autopartes o materiales de
construcción, entre otras industrias de las más diversas. La pulpa del cáñamo puede utilizarse como insumo para
la producción de papel, pero también puede ser alimento, tanto para la especie humana como animales. La
semilla del cáñamo tiene amplios usos en la industria alimenticia. 

Hay una gran industria a nivel mundial desarrollándose a base de cáñamo, con fuerte consideración de sus
beneficios ecológicos. El ministro de Desarrollo Productivo, Matías Kulfas, quien presentó la ley ante el Congreso,
destacó que tanto el mercado de Cannabis medicinal como cáñamo industrial “crecen exponencialmente a nivel
global, y son una nueva fuente de empleo de calidad y desarrollo productivo”.

Asimismo, el ministro ponderó la “gran oportunidad que tiene Argentina para ser líder regional, por sus
capacidades agropecuarias e industriales y su entramado científico productivo.  En este marco fue presentado
por el Poder Ejecutivo Nacional en el Congreso de la Nación un anteproyecto de ley de “Marco Regulatorio para el
Desarrollo de la Industria del Cannabis Medicinal y el Cáñamo Industrial”.

El 15 de julio de 2021, la Cámara de Senadores del Congreso de la Nación Argentina,  aprobó el proyecto de ley
que establece un marco regulatorio de la cadena de producción, industrialización y comercialización de la planta
de Cannabis, sus semillas y sus productos derivados para uso industrial y medicinal, incluyendo la investigación
científica con vistas a satisfacer el mercado local y generar exportaciones.    
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En cuanto al proyecto, este guarda más relaciones con la regulación mexicana en cuanto a los objetivos buscados
y las funciones del ente administrativo creado por la ley. Respecto al órgano administrativo, está completamente
regulado, a semejanza del modelo de la legislación uruguaya. El principal detalle del proyecto argentino es que
toma las más importantes instituciones creadas por las normativas extranjeras, permitiendo crear un proyecto de
ley más completo que las leyes de referencia.

En su artículo primero puede leerse claramente el objetivo de la ley: 

“Establecer el marco regulatorio de la cadena de producción y comercialización nacional y/o con fines de
exportación de la planta de cannabis, sus semillas y sus productos derivados afectados al uso medicinal, incluyendo
la investigación científica, y al uso industrial; promoviendo así el desarrollo nacional de la cadena productiva
sectorial regulada en la presente ley”.

Y en el artículo segundo, como vemos en la siguiente tabla, se establecen las siguientes definiciones en
referencia a la planta de cannabis, su composición y uso:
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Fuente: Elaboración propia, OCAL.

Por otro lado, el Proyecto de Ley  propone la creación de la Agencia Regulatoria de la Industria Cannábica
(ARICCAME), estableciendo a la misma como la autoridad de aplicación de la normativa. La Agencia será
dirigida por un directorio de cinco miembros designados por el Poder Ejecutivo Nacional, mientras que la
presidencia será propuesta por el Ministerio de Desarrollo Productivo y la vicepresidencia por el Ministerio de
Salud. Los demás miembros serán propuestos por los Ministerios de Agricultura, Ganadería y Pesca; Ciencia,
Tecnología e Innovación; y Seguridad, respectivamente. 

[3] En los países de la región que ya se ha regulado sobre este particular, se toma el criterio de un porcentaje mayor o menor al 1% de THC.

____________________

[3]
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Las prerrogativas de ARICCAME, indican en su artículo cuarto que: 

“tendrá autarquía técnica, funcional, financiera y jurisdicción en todo el territorio nacional. Será el organismo
competente para reglamentar, controlar y emitir las autorizaciones administrativas con respecto al uso de semillas
de la planta de cannabis, del cannabis y de sus productos derivados. Su patrimonio estará constituido por los
bienes que se le transfieran y los que adquiera en el futuro por cualquier título. Su domicilio se constituirá en la
Capital Federal de la REPÚBLICA ARGENTINA, su personal se regirá por la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744
(t.o. 1976) y sus modificatorias, y el control externo será realizado por la Auditoria General de la nación. “LA
AGENCIA” tendrá como función regular y reglamentar la importación, exportación, cultivo, producción industrial,
fabricación, comercialización y adquisición, por cualquier título de semillas de la planta de Cannabis, del Cannabis
y de sus productos derivados con fines medicinales o industriales”.

Si bien, en caso de aprobarse en la Cámara de Diputados y convertirse en ley, la normativa en cuestión no
derogaría la Ley 27.350, si reemplazaría al artículo 6° de la misma. De ser así, no sería el Ministerio de Salud
(autoridad de aplicación de la ley 27.350) quien autorice el cultivo de Cannabis por parte del CONICET e INTA con
fines de investigación médica y/o científica. El aprovisionamiento de insumos y derivados para tales fines será
cubierto con la oferta generada por aquellos/as productores/as debidamente autorizados por ARICCAME, al
mismo tiempo que las autorizaciones para la importación deberán ser emitidas por LA AGENCIA.

En cuanto a las autorizaciones para el acceso al cannabis con fines medicinales mediante el autocultivo de la
planta de cannabis establecido a partir de la creación del REPROCANN, las mismas seguirán estando bajo la
órbita del Ministerio de Salud de la Nación, conforme lo expresan los decretos reglamentarios de la ley 27.350
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CONCLUSIÓN
Este informe presenta un análisis comparativo de la legislación regional. En ambos casos se comparte la
atención de los Estados y sus gobiernos a los reclamos de actores sociales por finalizar un tiempo de violencia y
prohibicionismo vinculado a las leyes de drogas, y definir al Cannabis como una planta con propiedades
diferenciables de la taxonomía de sustancias psicoactivas. Para la región se convirtió en un desafío la
promulgación de las leyes vinculadas al Cannabis medicinal y cáñamo industrial, y en adelante será central
evaluar las posibilidades de la nueva legislación para articular de manera efectiva con la normativa internacional
de drogas.

Nuestro país llega al actual Proyecto de Ley con media sanción de la Cámara de Senadores habiendo recorrido
un largo camino, cuyos principales hitos son las leyes 23.737 y 27.350, específicamente regulatorias del uso del
Cannabis.
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